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JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO 

DE SOLEDAD-ATLÁNTICO. 

 

SOLEDAD,  02 (DOS) DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) -RADICACIÓN: 

08-758-31-09-003-2021-00437-00  

  

CONSIDERACIONES  

 

Por tratarse la acción de tutela de un mecanismos judicial constitucional, sin 

formalidad alguna, según lo establecido por el art. 14 del decreto 2591 de 1991, 

procederá el despacho con la admisión de la presente solicitud de tutela, no sin antes 

realizar las siguientes elubricaciones.  

 

La ciudadana VENUS SALAZAR VELANDIA a nombre propio, presenta acción 

constitucional en contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC, Y 

el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF por la presunta 

vulneración a sus derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, DERECHO A LA 

IGUALDAD, ACCESO AL EMPLEO PUBLICO POR CONCURSO DE MERITOS y a la 

CARRERA ADMINISTRATIVA POR MERITOCRACIA, PRINCIPIO DE LA 

CONFIANZA LEGITIMA, TRABAJO, IGUALDAD Y DIGNIDAD HUMANA e invoca la 

protección de los mismos. 

 

De igual forma para integrar debidamente el contradictorio y acorde a las 

circunstancias fácticas que motivaron esta acción, resulta necesario vincular a  las 

Personas que hacen parte de la lista de elegibles para el cargo de DEFENSOR 

DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17, código 2125, Numero OPEC: 

34238. Según Resolución CNSC-20182230071705 del 17 de julio de 2018, para 

que se pronuncien de lo consignado en la presente acción constitucional si a bien lo 

consideran. 

 

Para efectos de lo anterior se ORDENA que por conducto de la COMISIÓN 

NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  y INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR ICBF les notifique de dicha vinculación, por tener en su poder los datos 

de identificación y contacto de estas personas, cuyo cumplimiento deberán acreditar 

a este despacho judicial, ordenándose además a la referida Comisión que publique 

un aviso en la página de la convocatoria dando a conocer la admisión de la presente 

acción de tutela con los anexos respectivos 
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EN RAZÓN Y EN MÉRITO DE LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, EL JUZGADO 

TERCERO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA DE 

COLOMBIA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY.  

  

RESUELVE:   

  

PRIMERO: ADMITIR la presente acción de tutela impetrada por la ciudadana 

VENUS SALAZAR VELANDIA a nombre propio, presenta acción constitucional en 

contra de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC, Y al INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF por la presunta vulneración a sus 

derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, DERECHO A LA IGUALDAD, 

ACCESO AL EMPLEO PUBLICO POR CONCURSO DE MERITOS y a la CARRERA 

ADMINISTRATIVA POR MERITOCRACIA, PRINCIPIO DE LA CONFIANZA 

LEGITIMA, TRABAJO, IGUALDAD Y DIGNIDAD HUMANA. 

 

SEGUNDO: VINCULAR a las Personas que hacen parte de la lista de elegibles 

para el cargo de DEFENSOR DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17, código 

2125, Numero OPEC: 34238. Según Resolución CNSC-20182230071705 del 17 

de julio de 2018 a la presente acción de tutela, para que si a bien lo tienen 

presenten el pronunciamiento que consideren. 

 

TERCERO: NOTIFICAR inmediatamente la admisión de esta acción a la libelista, a la 

entidad accionada y vinculadas, a éstas últimas para que se pronuncie y/o rindan 

informe1 sobre los hechos base de la misma y aporte las pruebas que pretenda hacer 

valer en defensa de sus intereses, al correo electrónico institucional del 

Despacho:  j03cctopfcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co para lo cual se le concede 

el término de un (1) día, a la expedición de la comunicación. 

  

CUARTO: Se ORDENA que por conducto de la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL y al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF, 

que se les notifique de dicha vinculación a los Personas que hacen parte de la lista 

de elegibles para el cargo de DEFENSOR DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, 

grado 17, código 2125, Numero OPEC: 34238. Según Resolución CNSC-

20182230071705 del 17 de julio de 2018, por tener en su poder los datos de  

 

                                                
1 De conformidad con el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991. 

mailto:j03cctopfcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co
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identificación y contacto de estas personas, cuyo cumplimiento deberán acreditar a 

este despacho judicial, ordenándose además a la referida Comisión que publique un 

aviso en la página de la convocatoria dando a conocer la admisión de la presente 

acción de tutela. 

 

QUINTO: La notificación dispuesta en el numeral anterior se cumplirá por el medio 

más eficaz  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

   

 

DANIEL CORRALES OVIEDO 

JUEZ 

 

 

Firmado Por: 

 

Daniel Eduardo    Corrales    Oviedo 

Juez 

Penal 003 

Juzgado De Circuito 

Atlantico - Soledad 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

86a1ec98a4ef2728f16d3df8ce59532e39baf68ac6851426d9ec49b6ed21fc1e 

Documento generado en 05/08/2021 08:04:40 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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SEÑOR 
JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO DE SOLEDAD (ATLANTICO) (Reparto) 
E.S.D. 
 
 
Accionante: VENUS SALAZAR VELANDIA 
Accionados: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC y el INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF 
Vinculados: Personas que hacen parte de la lista de elegibles para el cargo de 
DEFENSOR DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17,  código 2125, Numero OPEC: 
34238. Según Resolución CNSC-20182230071705  del 17 de julio de 2018. 
 
 
VENUS SALAZAR VELANDIA, identificada con C.C. 22.589.391  de Barranquilla y T.P. No. 
164.134 del C.S. de la J., ciudadana y abogada en ejercicio, con domicilio en SOLEDAD 
(ATLANTICO), actuando a nombre propio, por medio del presente escrito, me dirijo a usted 
respetuosamente con el objeto de impetrar ACCIÒN DE TUTELA en contra de la COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC y el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR ICBF, por la vulneración a mis derechos Fundamentales al DEBIDO PROCESO 
ADMINISTRATIVO (Art. 29 C.N.); DERECHO A LA IGUALDAD (Art. 13 de la C.N.); al 
ACCESO AL EMPLEO PUBLICO POR CONCURSO DE MERITOS y a la CARRERA 
ADMINISTRATIVA POR MERITOCRACIA (Art. 40 Num. 7º  y Art. 125 de la C.N.); 
PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGITIMA (Art. 83 de la C.N.) y al TRABAJO (Art. 25 C.N.). 

Con fundamento en los siguientes: 

HECHOS: 

 
 
SEGUNDO: Realice mi respectiva inscripción y realice todo el procedimiento correspondiente 
para el cargo de DEFENSORA DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17,  código 2125, 
Numero OPEC: 34238.  
 
TERCERO: Presenté examen, aprobé y obtuve como puntaje final en dicha convocatoria, el 
siguiente:  
 

  
 
 CUARTO:  Una vez agotadas todas las etapas correspondientes la CNSC publico  través de 
la pagina web del Banco Nacional de Lista de Elegibles la Resolución CNSC-
20182230071705  del 17 de julio de 2018. En la cual se establece: 
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QUINTO:  El  Articulo 64  del     Acuerdo  No.  CNSC-20161000001376    del  05   de 

 
 
SEXTO:  Asì   mismo   el    Art.   62    del       Acuerdo       CNSC     20161000001376 

 

 
SEPTIMO: en el caso particular de la suscrita se encuentra en la lista de elegibles 
conformada por la Resolución CNSC-20182230071705  del 17 de julio de 2018.  
 

 
 



3 
 

  

 
DECIMO: Mediante Resolución CNSC-20182230071705  del 17 de julio de 2018, a través de 
la cual se conformó la lista de elegibles de la cual hago parte, se establece en su Art. 4º: 
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UNDECIMO: Las vacantes creadas mediante Decreto 1479 de 2017, mediante el cual se 
establece en su Art. 2º  “(…) Crear los siguientes empleos en la planta de personal de 
carácter permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “Cecilia de la Fuente de 
Lleras”. 
 
Planta Global: 
 

NÚMERO 
DE CARGOS 

DENOMINACIÓN DEL 
EMPLEO 

Código Grado 

328 Trescientos 
veintiocho 

Defensor de Familia 2125 17 

(…)”. 

 
 
Por tanto se entienden adicionadas a las vacantes ofertadas inicialmente. 
 
DECIMO SEGUNDO: El INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR desde 
septiembre de 2018 hasta la fecha ha realizado nombramientos, sin embargo no ha agotado 
en su totalidad el listado de elegibles para cada ubicación geográfica. Existiendo vacantes 
definitivas pendientes por cubrir y que ocupadas por personal en provisionalidad. 
Vulnerando los Derechos de quienes, como la suscrita nos encontramos en lista y en espera 
de ser nombrados. 
 
DECIMO TERCERO:    El  22 de noviembre de 2018 la CNSC expidió la Resolucion CNSC-
20182230156785 a través de la cual resolvió:  
 
“(…)  

 
 

 
 
(…)”. 
 
Resolución de la que hago parte. 

DECIMO CUARTO: La Ley 1960 de 2019 en el Art. 6º señala: El numeral 4 del artículo 31 de 
la Ley 909 de 2004, quedará así: 

“(…) Artículo 31. El Proceso de Selección comprende: 

1. (...) 
2. (...) 
3. (...) 
4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad 
contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de 
elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004.html#31
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0909_2004.html#31
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cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de 
cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria del 
concurso en la misma Entidad (…)”. 

DECIMO QUINTO:  El dia 1º de agosto de 2019 la sala plena de 

 

DECIMO SEXTO: Respecto del criterio unificado la CNSC que versa  
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DECIMO  SEPTIMO:                    En    fecha   veintiuno   (21)    de   agosto   de    dos     mil  
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DECIMO OCTAVO: La suscrita se encuentra relacionada en el memorando No. CNSC-
20211020006363 del 24 de marzo de 2021, citado en resolución 0715 DE 2021 “Por medio 
de la cual se da cumplimiento a la orden judicial proferida en Segunda Instancia por el 
Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, dentro de la Acción de Tutela 
promovida por las señoras Yoriana Astrid Peña Parra y Ángela Marcela Rivera Espinosa, 
contra la Comisión Nacional del Servicio Civil y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
en el marco de la Convocatoria 433 de 2016 – ICBF, mediante el cual el Director de 
Administración de Carrera Administrativa de la CNSC, remitió la información solicitada, 
relacionando los aspirantes que deben integrar la aludida lista unificada, asì: 
 
Posición  Número 

Empleo 
SIMO  

Documento  Elegible 
Nombres  

Elegible 
Apellidos  

Elegible 
Puntaje  

353  34238  22589391  VENUS  SALAZAR 
VELANDIA  

67,01  

 
DECIMO NOVENO: hasta la fecha la suscrita no ha sido llamada a audiencia para 
escogencia de plazas, no he sido nombrada, ni posesionada. Y se está nombrando a otras 
personas de la lista de elegibles con menos derechos que la suscrita y peor aun se 
mantienen personas en provisionalidad existiendo aun personas en el listado de 
elegibles. Listado que como ya lo ha dicho la normatividad antes citada, es aplicable para 
los cargos que se creen con posterioridad a la convocatoria. Como es el caso de los nuevos 
cargos creados  mediante el Decreto 1479 DE 2017. Los cuales se suman a los ofertados en 
la convocatoria 433 del ICBF. 
 
SOLICITO SE VINCULE: a las Personas que hacen parte de la lista de elegibles para el 
cargo de DEFENSOR DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17,  código 2125, 
Numero OPEC: 34238. Según Resolución CNSC-20182230071705  del 17 de julio de 
2018. (Aporto copia de la citada Resolución). Y se solicite a la CNSC que aporte los correos 
electrónicos de las mismas para la notificación pertinente. 

 
PRETENSIONES.- 

 
PRIMERA: TUTELAR los derechos Fundamentales de la suscrita asì: 
 

 
SEGUNDO: ORDENAR a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC que 
dentro el término de 48 horas proceda a enviar y autorizar el uso de lista al ICBF con el 
objeto de que sean llamados los elegibles que se encuentran en la lista para el cargo de 
DEFENSOR DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17,  código 2125, Numero OPEC: 
34238.  
 
TERCERO: ORDENAR al ICBF  que dentro del término de 48 horas proceda a realizar los 
actos administrativos de nombramiento en periodo de prueba para el cargo de DEFENSOR 
DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17,  código 2125, Numero OPEC: 34238.  
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SEXTO: ORDENAR a la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC que luego de 
realizados los trámites para que se agote la lista DEFENSOR DE FAMILIA, nivel 
PROFESIONAL, grado 17,  código 2125, Numero OPEC: 34238. Y en caso de no ser 
nombrada la suscrita para dicha OPEC, llamar a la suscrita a audiencia para escogencia 
de plazas a nivel Nacional para ocupar el cargo de DEFENSOR DE FAMILIA, nivel 
PROFESIONAL, grado 17,  Código 2125. Conforme a los nuevos cargos creados, según 
Decreto 1479 DE 2017. 

PRUEBAS.- 
 

Fotocopia de cedula de la suscrita. 
 
Resolución CNSC-20182230156785 de 22 de noviembre de 2018 de la CNSC. 
 
Fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Civil De Circuito Simití – Bolívar Radicado 13-744-
31-03-001-2021-01005-00 Radicado Interno 13-744-31-89-001-2021-00164-00, de fecha 26 de julio 
de 2021. 
 

Las demás que estime convenientes. 
 

DECLARACIÓN JURAMENTADA.  
 

Me permito manifestar bajo la gravedad de juramento que no he presentado otra Acción de 
Tutela por los mismos hechos, ni Derechos (Art. 37 Decr. 2591 de 1991). 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO.- 
 

Señalo como fundamentos de derecho los Arts. 4, 13, 86 de la Constitución Nacional y 
Decreto 2591 de 1991. 

ANEXO.- 
 
Lo anunciado en el acápite de PRUEBAS. 
 

COMPETENCIA .- 
 

Es competente usted señor Juez, por el lugar de ocurrencia de los hechos y donde se 
producen los efectos de la vulneración, ya que la suscrita tiene su domicilio en el MUNICIPIO 
DE SOLEDAD ATLANTICO y me encuentro aquí soportando la vulneración de mis Derechos 
Fundamentales 

NOTIFICACIONES.- 
 
La suscrita las recibirá en el correo electrónico vesavel1@hotmail.com, celular: 3127085790. 
 
La Accionada COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, al correo electrónico 
notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

mailto:vesavel1@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
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El accionado INSTITUTO COLOMBIANO E BIENESTAR FAIMILIAR al correo electronico: 
notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 
 
Los Vinculados: Personas que hacen parte de la lista de elegibles para el cargo de 
DEFENSOR DE FAMILIA, nivel PROFESIONAL, grado 17,  código 2125, Numero OPEC: 
34238. Según Resolución CNSC-20182230071705  del 17 de julio de 2018, al correo 
electronico que informe la CNSC  a este Despacho. 
 
Respetuosamente, 

  
VENUS SALAZAR VELANDIA 
C.C. 22.589.391 de Barranquilla 
T.P. No. 164.134 del C.S. de la J. 

mailto:notificaciones.judiciales@icbf.gov.co
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO   
JUZGADO PRIMERO CIVIL DE CIRCUITO  
SIMITÍ – BOLÍVAR 
 
 
 

RADICADO 13-744-31-03-001-2021-01005-00 

RADICADO INTERNO 13-744-31-89-001-2021-00164-00 

PROCESO ACCION TUTELA 

ACCIONANTE EDNA MILLAY PONTON GALVIS 

ACCIONADO COMISION NACIONAL DER SERVICIO CIVIL Y OTRO 

 
Simití-Bolívar, veintiséis (26) de julio de dos mil veintiuno (2021) 

 
I. OBJETO 

Procede el Juzgado a resolver la presente Acción de Tutela instaurada por la señora EDNA MILLAY PONTON 
GALVIS contra de la COMISION NACIONAL DER SERVICIO CIVIL Y INSTITUTO COLOMBIANO DE 
BIENESTAR FAMILIAR, por la presunta vulneración a su derecho fundamental al debido proceso 
administrativo, acceso al empleo público tras concurso de mérito y a la carrera administrativa por meritocracia 
y a la confianza legítima. 
 
Luego de haberse acatado lo ordenado por el superior jerárquico en providencia de fecha 6 de julio de 2021, 
donde el Tribunal decreto la nulidad y ordeno rehacer la actuación con fin de que se vinculara debidamente a 
los integrantes de la lista unificada de elegibles conformada mediante la Resolución No. 0715 de 2021 y a todos 
los elegibles que integran las listas conformadas dentro la Convocatoria 433 de 2016 para proveer vacantes de 
“Defensor de Familia, Código 2125, Grado 17” y les permita ejercer sus derechos de contradicción y defensa. 
 
Mediante auto fechad0 7 de julio hogaño, se solicitó a la CNSC suministrara los datos de los integrantes de la 
lista unificada de elegibles conformada mediante la Resolución No. 0715 de 2021 o que por su intermedio esa 
notificado. Recibida la información, se notificaron por secretaria con oficio No 0750 del 19 de julio de 2021- 
 

II. ANTECEDENTES 
2.1. HECHOS 

Manifiestan la actora que mediante acuerdo No 20161000001376 del 05-09-2016 la CNSN convoco a concurso 
abierto deméritos para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 
Carrera Administrativa de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) 
Convocatoria No 433 de 2016-ICBF, Este acto administrativo, tiene como fundamento el artículo 31 de la Ley 
909 de 2004. 
 
Que se inscribió el día 29 de noviembre de 2016 y participo en dicha convocatoria aspirando al cargo del ICBF 
código 2521, denominado 145 DEFENSOR DE FAMILIA del ICBF, nivel jerárquico Grado Profesional 17, 
empleo 34772 en la ciudad de Bucaramanga Santander. 
 
Señala que una vez se agotaron las etapas de convocatoria, inscripciones, verificación de requisitos mínimos y 
aplicación de pruebas (competencia básicas y funcionales, competencias comportamentales) la CNSC público 
a través de la página web del Banco Nacional de Listas de Elegibles la resolución CNSC artículo 4° del Acuerdo 
No CNSC 20161000001376 del 05-09-2016. 2 No 20182230124605 del 03-09-2018 “Por la cual se conforma la 
lista de elegibles para proveer una (01) vacante del empleo identificado con el Código OPEC No 34772, 
denominado DEFENSOR DE FAMILIA, código 2125, Grado 17, del Sistema General de Carrera Administrativa 
del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 433 de 2016- ICBF”, en el cual ocupo el puesto 
no 36 con puntaje de 71.88. 
 
Que posterior a la publicación al Acuerdo No 20161000001376 del 05-09-2016, el Gobierno Nacional por 
intermedio del Departamento Administrativo para Prosperidad Social expidió el Decreto 1479 del 04 de 
septiembre de 2017, norma que creo empleos en la planta de personal de carácter permanente en el ICBF; 
destaca que las vacantes creadas en virtud del Decreto 1479 de 2019 y distribuidas mediante Resolución 7746 
de 2017, no fueron parte de las vacantes ofertadas por el Acuerdo No CNSC 20161000001376 del 05-09-2016. 
 
Que esa normativa suprimió cargos de planta de personal de carácter temporal y a su vez creo empleos en la 
planta de personal de carácter permanente en el ICBF en relación con cargos de código 2125 grado 17, con 
vigencia de dos (2) años a parir de su firmeza. 
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Señala que la dirección de gestión Humana del ICBF , desde el mes septiembre de 2018 hasta septiembre de 
2020 ha realizado en total 30 nombramientos (hasta la posición 29 inclusive) en el cargo de Defensor de Familia 
Código OPEC No 34772, Código 2125, Grado 17, sin que esto determine que todas las personas que todas las 
personas tomaron posesión, ni que a la fecha estas se encuentren vinculadas al cargo, dando lugar a vacantes 
definitivas, a la fecha pendiente por cubrir.  
 
Que el día 01 de agosto de 2019, la sala plena de comisionados de la CNSC aprobó y expidió Criterio unificado 
“listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 del 27 de junio de 2019”, que con el nuevo régimen la lista de 
elegibles puede ser utilizadas para proveer empleos equivalentes en la misma entidad, únicamente es aplicable 
a las listas expedidas para los procesos de selección que fueron aprobados con posterioridad al 27 de 
junio/2019. 
 
Señala que ateniendo los fallos de tutela que cito, se presenta una vulneración de sus derechos, ya teniendo 
un mejor puntaje, sean nombrado y posesionados por encima de ella. Considera que llegado al caso se deje 
sin efecto actos administrativos de carácter personal, por ser expedidos de manera contraria a los derechos 
que contempla la Constitución Nacional.  
 

2.2. PETICION 
Solicita se le tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, acceso al empleo público 
tras concurso de mérito y a la carrera administrativa por meritocracia y a la confianza legitima. 
 
Como consecuencia de lo anterior se le ordene a al ICBF agotar todos los tramite administrativos necesarios y 
pertinentes para que se provean con carácter definitivo los cargos de la planta global de personal del ICBF 
ofertados en la convocatoria No 433 de 2016 que hayan sido declarados en vacancia definitiva en virtud de 
alguna de las causales de retiro del servicio consagrado en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004 o aquellos que 
fueron declarados en vacancia definitiva en virtud de alguna de las causales consagradas en el articulo 41 de 
la ley 909 de 2004 posterior a la fecha de la convocatoria No 433 de 2016 y que en el momento de su apertura 
estaban provistos con personal en carrera administrativa, o aquellos cargos que habiendo sido creados por el 
Decreto No 1479 de 04 de septiembre de 2017 se encuentren ocupados por personal nombrado con carácter 
provisional o bajo la modalidad de encargo, pre pensionado u otra manera subsidiaria en algún otro cargo de 
carácter equivalente dentro de la planta global de personal del ICBF. 
 
Ordenar al ICBF que una vez verificada las vacantes del cargo de defensor de familia grado 17 código 2125 a 
nivel nacional, proceda a infórmale a la CNSC con el fin de que autorice el uso de la lista. 
 

2.3. RESPUESTA DE LA ACCIONADA 
Luego de notificada la presente acción a los entes accionados algunos ejercieron su derecho de defensa así: 
 

- CAROLINA BARRAGAN CAMARGO:  
Manifiesta la vinculada que conforma la lista de elegibles para optar por la vacante ofertada del empleo 
identificado con el Código OPEC No. 34772, denominado DEFENSOR DE FAMILIA, Código 2125 Grado 17, 
del Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
 
El artículo cuarto de nuestra lista de elegibles señalaba que “Una vez agotadas las listas de elegibles para cada 
ubicación geográfica de un mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto orden de 
méritos para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, previa realización de una 
audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 
2010. Así mismo, dichas listas serán utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia 
en los mismos empleos convocados” 
 
Sin embargo, tal artículo fue revocado por medio de la Resolución CNSC 20182230156785 del 22 de noviembre 
de 2018. 
 
A través del “Criterio Unificado de uso de listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio de 
2019”, elaborado por la CNSC en sesión de 16 de enero de 2020, la Entidad señaló que las vacantes generadas 
en convocatorias aprobadas antes de la promulgación de aquella norma sólo, podían ser cubiertas con los 
“mismos empleos” de la lista de elegibles, entendiendo por tales los que tienen la misma OPEC. 
 
Con lo anterior se demuestra que la suscrita ha sido víctima del actuar de la CNSC quien ha querido legislar, 
sin tener esta potestad, toda vez que la Ley 1960 de 2019 y el Decreto 1083 de 2015, regula el tema de carrera 
administrativa y cargos equivalentes, en este caso la CNSC, no debió imponer requisitos adicionales de lo 
ordenado en la ley, extralimitándose de sus funciones, configurándose posiblemente en un delito de prevaricato. 
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De lo anterior, se puede observar que se asemeja a los fundamentos facticos y jurídicos de la presente Acción 
de Tutela, teniendo en cuenta que la CNSC y el ICBF no está dando aplicación al artículo 125 de la Constitución 
Política, por encontramos dentro del desarrollo del concurso de méritos de la Convocatoria 433 de 2016, ni al 
fallo de la Corte Constitucional Sentencia 340 de 2020. 
Por lo que solicita se tutelen sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, al debido proceso 
administrativo, al acceso a cargos públicos de conformidad y al principio de la Confianza legítima con los 
artículos 13, 25, 29, 40 y 125 de la Constitución Política, así como cualquier otro derecho fundamental que el 
Honorable Juez Constitucional encuentre vulnerado o amenazado por parte de la Comisión Nacional del 
Servicio Civil (CNSC) y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). 
 
En consecuencia se le ordene a la CNSC modificar la resolución 0715 del 26 de marzo de 2021, y en 
consecuencia elaborar lista elegibles unificada en estricto orden de mérito, de todas las personas que habiendo 
superado la Convocatoria No 433 de 2016-ICBF, no lograron ser nombrados en los empleos Defensor de 
Familia, Código 2125, Grados 17 de cada una de la OPECS, respecto a los cargos equivalentes vacantes o 
desiertos en todo el territorio nacional, sin que sea óbice la diferencia de ubicación geográfica por no dar 
cumplimiento al artículo 125 de la Constitución Política.   
 

- COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL:  
Alega la improcedencia de la presente acción en virtud del principio de subsidiaridad previsto en los artículos 
86 inciso 3º de la Constitución Política, según el cual la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial”.  
 
En el mismo sentido, dispone el numeral 1 y 5 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 lo siguiente:   
“ART. 6º—Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá:  
1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 
circunstancias en que se encuentra el solicitante. (…)  
5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”  
 
Por lo anterior, manifiesta que la presente acción carece de los requisitos constitucionales y legales necesarios 
para ser procedente, pues la inconformidad de la accionante radica en la normatividad que rige el concurso 
frente a la vigencia, firmeza y el uso de las listas de elegibles, situaciones que se encuentran reglamentadas en 
los Acuerdos del concurso, así como en los criterios proferidos por la CNSC, entre los que se encuentra el 
Criterio Unificado de 16 de enero de 2020, actos administrativos de carácter general , respecto de los cuales el 
accionante cuenta con un mecanismo de defensa idóneo para controvertirlos, razón por la que la tutela no es 
la vía idónea para cuestionar la legalidad de dichos actos administrativos. 
 
La acción de tutela se torna improcedente si el actor dispone de otros medios o recursos de defensa judicial, 
salvo cuando se use como mecanismo transitorio a fin de evitar un perjuicio irremediable, pues la misma no es 
un medio alterno, facultativo, adicional o complementario a los ya instituidos por la ley para la defensa de 
intereses o derechos que considere la accionante vulnerados por entidades públicas o privadas. 
 
En el presente caso, no sólo la accionante no demuestran la inminencia, urgencia, gravedad y el carácter 
impostergable del amparo que se reclama, sino que no existe perjuicio irremediable en relación con controvertir 
las normas que rigen el concurso de méritos y el Criterio Unificado de 16 de enero de 2020 que regula la 
aplicación de la Ley 1960 de 2020 frente al uso de listas, porque para ello bien puede acudir a los mecanismos 
previstos en la ley. 
 
Concluye manifestado que consultado el Sistema de Apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad – SIMO, 
se logró constatar que la señora EDNA MILLAY PONTON GALVIS, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1017142480, concursó con el ID 32197384, para el empleo de nivel Profesional, identificado con el código 
OPEC No. 34112, denominado Defensor de Familia, Código 2125, Grado 17, en la Convocatoria 433 de 2016 
– ICBF (Anexo 2), quien una vez finalizadas las etapas del proceso de selección, ocupó la posición No. 104 con 
70,24 puntos en la Lista de Elegibles conformada y adoptada mediante Resolución No. CNSC- 
20182230124605 del 3 de septiembre de 2018, "Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer 
diecinueve (19) vacantes del empleo identificado con el Código OPEC No. 34772, denominado Defensor de 
Familia, Código 2125, Grado 17, del Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF" (Anexo 3), la cual perdió vigencia el 24 de abril de 
2020. 
 
Por lo que solicitan se declare la improcedencia de la presente acción. 
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- INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF 

Alega la improcedencia de la presente acción por no cumplir los requisitos de trascendencia iusfundamental del 
asunto, así como de subsidiariedad y perjuicio irremediable, puesto que:  
 
Ya se publicó la lista de elegibles, en la que se encuentra la actora la cual perdió vigencia desde el 13 de 
septiembre de 2020, dicho acto se conformó para proveer DIECINUEVE (19) vacantes. En dicha lista la 
accionante ocupó la posición número 36, por lo que al no haber ocupado una posición meritoria no fue factible 
su nombramiento, adicionalmente, existen al menos 10 elegibles con mejor derecho. 
 
La actora no cuestiona dicha lista, ni el procedimiento de conformación, sino actuaciones que surgieron con 
posterioridad, específicamente el hecho de que no se haya efectuado su nombramiento en aplicación del 
artículo 6º de la Ley 1960 de 2019. 
 
En el fondo, la accionante ataca la aplicación de un acto de carácter general, proferido por la CNSC, 
denominado “Criterio unificado sobre el uso de listas de elegibles a la luz de la Ley 1960 de 2019” del 16 de 
enero de 2020, el cual se encuentra en firme y se presume su legalidad. 
Advierte que no ha incurrido en ninguna actuación vulneratoria de los derechos fundamentales alegados, puesto 
que, de conformidad con el artículo 31 de la Ley 909 de 2004 (vigente para el momento en que se dio apertura 
a la convocatoria), el Decreto 1894 de 2012 y la jurisprudencia constitucional (sentencia SU-446 de 2011), las 
listas de elegibles fueron utilizadas para proveer las vacantes ofertadas en la Convocatoria, y solo hasta el 16 
de enero de 2020, la CNSC, como órgano rector de la carrera administrativa, emitió el criterio unificado “uso de 
listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio de 2019”, en virtud del cual se están usando las 
listas de elegibles de la Convocatoria 433 de 2016, en los casos autorizados por la CNSC, criterio avalado por 
la Corte Constitucional en sentencia T-340 de 2020 
 
Surtido el procedimiento establecido por la Comisión para aplicar la Ley 1960 de 2019, el ICBF encontró que el 
accionante exige su nombramiento en un cargo para el que fue procedente solicitar el uso de la lista de elegibles, 
lo cual ya se llevó a cabo y se efectuaron los nombramientos autorizados. Sin embargo, dicha solicitud se realizó 
para NUEVE (09) vacantes adicionales a las inicialmente ofertadas, por lo que se agotó el uso de la lista con 
los elegibles que ocupan hasta la posición No. 29. 
 
Agregan en cuanto a los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela que La Corte Constitucional ha 
admitido la procedencia de la acción de tutela respecto de actuaciones relativas a concursos de méritos y listas 
de elegibles, no obstante, las particularidades fácticas y jurídicas de este caso exigen un análisis detallado y 
con mayor rigurosidad frente a la trascendencia iusfundamental del asunto, máxime si se tiene en cuenta que: 
(i) la lista de elegibles del caso ya fue publicada alrededor de dos años; (ii) la actora no ocupó los lugares 
correspondientes a las vacantes ofertadas en dicha lista; y (iii) además, pretende la aplicación inmediata y 
parcial de la Ley 1960 de 2019, frente a la cual el ICBF y la CNSC surtieron procedimientos administrativos y 
financieros complejos, que además, no pueden ser objeto de injerencia por parte del juez de tutela, pues como 
se estableció en el acápite de los hechos, ya está determinado que la lista de elegibles del actor fue utilizada 
en el marco del Criterio unificado del 16 de enero de 2020, pero el lugar que ocupó en la lista de elegibles no 
le otorga el derecho a ser nombrado frente al número de vacantes a proveer, por lo que no hay lugar a solicitar 
a la CNSC que autorice su nombramiento. 
 
En efecto, si se analiza lo solicitado en los casos que han sido resueltos por la jurisprudencia del alto tribunal 
constitucional, se advierte que dicha pretensión no estaba presente y las controversias versaban sobre otros 
aspectos. A manera de ejemplo: (i) en la Sentencia SU-913 de 2009 la controversia giraba en torno al puntaje 
que se otorgaba a la autoría de obras en derecho en la etapa de análisis de méritos y antecedentes dentro del 
concurso de méritos de notarios; por otra parte, en las sentencias SU-133 de 1998 y SU-613 de 2002, los 
accionantes habían ocupado el primer lugar en concursos de méritos de la rama judicial, pero se había 
nombrado a personas que ocuparon otros lugares en la lista de elegibles.   
 

- MARLON GONZALO BAUTISTA AVENDAÑO  
Argumenta que conforma la lista de elegibles para optar por la vacante ofertada del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 34772, denominado DEFENSOR DE FAMILIA, Código 2125 Grado 17, del Sistema General 
de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
 
El artículo cuarto de nuestra lista de elegibles señalaba que “Una vez agotadas las listas de elegibles para cada 
ubicación geográfica de un mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto orden de 
méritos para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, previa realización de una 
audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 
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2010. Así mismo, dichas listas serán utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia 
en los mismos empleos convocados” 
 
Sin embargo, tal artículo fue revocado por medio de la Resolución CNSC 20182230156785 del 22 de noviembre 
de 2018. 
 
A través del “Criterio Unificado de uso de listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio de 
2019”, elaborado por la CNSC en sesión de 16 de enero de 2020, la Entidad señaló que las vacantes generadas 
en convocatorias aprobadas antes de la promulgación de aquella norma sólo, podían ser cubiertas con los 
“mismos empleos” de la lista de elegibles, entendiendo por tales los que tienen la misma OPEC. 
 
Con lo anterior se demuestra que la suscrita ha sido víctima del actuar de la CNSC quien ha querido legislar, 
sin tener esta potestad, toda vez que la Ley 1960 de 2019 y el Decreto 1083 de 2015, regula el tema de carrera 
administrativa y cargos equivalentes, en este caso la CNSC, no debió imponer requisitos adicionales de lo 
ordenado en la ley, extralimitándose de sus funciones, configurándose posiblemente en un delito de prevaricato. 
De lo anterior, se puede observar que se asemeja a los fundamentos facticos y jurídicos de la presente Acción 
de Tutela, teniendo en cuenta que la CNSC y el ICBF no está dando aplicación al artículo 125 de la Constitución 
Política, por encontramos dentro del desarrollo del concurso de méritos de la Convocatoria 433 de 2016, ni al 
fallo de la Corte Constitucional Sentencia 340 de 2020. 
 
Por lo que solicita se tutelen mis derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, al debido proceso 
administrativo, al acceso a cargos públicos de conformidad y al principio de la Confianza legítima con los 
artículos 13, 25, 29, 40 y 125 de la Constitución Política, así como cualquier otro derecho fundamental que el 
Honorable Juez Constitucional encuentre vulnerado o amenazado por parte de la Comisión Nacional del 
Servicio Civil (CNSC) y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). 
 
En consecuencia se le ordene a la CNSC modificar la resolución 0715 del 26 de marzo de 2021, y en 
consecuencia elaborar lista elegibles unificada en estricto orden de mérito, de todas las personas que habiendo 
superado la Convocatoria No 433 de 2016-ICBF, no lograron ser nombrados en los empleos Defensor de 
Familia, Código 2125, Grados 17 de cada una de la OPECS, respecto a los cargos equivalentes vacantes o 
desiertos en todo el territorio nacional, sin que sea óbice la diferencia de ubicación geográfica por no dar 
cumplimiento al artículo 125 de la Constitución Política.  
  
YEIMY LORENA VERA PEÑA: solicitó su vinculación al trámite así como también que se le ordenara al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familia que de manera inmediata, en cumplimiento del término perentorio concedido 
por fallador, proceda a agotar todos los trámites administrativos necesarios y pertinentes para que se provean 
con carácter definitivo los cargos de la planta global de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
ofertados en la convocatoria N°433 de 2016- ICBF que hayan sido declarados en vacancia definitiva en virtud 
de alguna de las causales de retiro del servicio con sagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004; o aquellos 
que fueron declarados en vacancia definitiva en virtud de alguna de las casuales consagradas en el artículo 41 
de la Ley 909 de 2004 posterior a la fecha de la convocatoria N°433 de 2016 y que al momento de su apertura 
estaban provistos con personal en carrera administrativa; o aquellos que cargos que habiendo sido creados por 
el Decreto N° 1479 del 04 de septiembre de 2017 se encuentre ocupados con personal nombrado con carácter 
provisional o bajo la modalidad de encargo, prepensionados u otra; y/o de manera subsidiaria en algún otro 
cargo de carácter equivalente dentro de la planta Global de Personal del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, todo en estricta observancia del orden del mérito de conformidad con el puntajes obtenidos durante 
todo el proceso o curso abierto de méritos, ello en ilación con el Artículo 2.2.11.2.3 del Decreto Nº1083 de 2015 
el cual establece: “Empleos equivalentes. Se entiende que un cargo es equivalente a otro cuando tienen 
asignadas funciones iguales o similares, para su desempeño se exijan requisitos de estudio, experiencia y 
competencias laborales iguales o similares y tengan una asignación básica mensual igual o superior, sin que 
en ningún caso la diferencia salarial supere los dos grados siguientes de la respectiva escala cuando se trata 
de empleos que se rijan por la misma nomenclatura, o el 10% de la asignación. 
 

- MANUEL FRANCISCO FLOREZ GRANADOS:  
Coadyuva a la accionante y vinculados y solicita se le tutelen los derechos fundamentales violados por la CNSC 
y en consecuencia se le ordene a la CNSC modificar la resolución de fecha 26-03-2021, para que sus nombres 
conforme al puntaje obtenido por cada uno sean incluidos en el puesto correspondiente en la lista nacional de 
elegibles. 
 

2.4. ACERVO PROBATORIO 
 
DEL ACCIONANTE: 

- Cédula de ciudadanía del suscrito.  
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- Lista de Elegibles Resolución CNSC No 20182230124605 del 14-09-2018, “Por la cual se conforma la 
lista de elegibles para proveer diecinueve (19) vacantes del empleo identificado con el Código OPEC 
No. 34772, denominado DEFENSOR DE FAMILIA, Código 2125, Grado 17, del Sistema General de 
Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 433 de 2016 – 
ICBF”.  

- Firmeza resolución CNSC No 20182230124605 del 14-09-2018 - Sentencia Corte Constitucional C-
049 DE 2019.  

- Fallo de segunda instancia proferido por Tribunal Administrativo del Valle del Cauca promovida por las 
señoras Yoriana Astrid Peña Parra y Ángela Marcela Rivera  

- Fallo Segunda Instancia Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Sala Penal. - Resolución 
0715 del 26 de marzo 2021 expedida por la CNSC. 

 
DE LOS ACCIOANDOS 
 
COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL:  

- Resolución No. 10259 de 15 de octubre de 2020, que acredita la personería jurídica para intervenir en 
nombre de la CNSC.  

- Criterio Unificado del 16 de enero de 2020.  
- Complementación criterio unificado.  
- Criterio Unificado del 22 de septiembre de 2020 equivalencias.  
- Circular Externa 001 de 2020.  
- Fallo de tutela de segunda instancia proferido por El Tribunal Superior de Arauca 

 
DE LOS VINCULADOS 
 
MARLON GONZALO BAUTISTA AVENDAÑO:  

- Cédula de ciudadanía del suscrito.  
- Lista de Elegibles Resolución CNSC No 20182230124605 del 14-09-2018, “Por la cual se conforma la 

lista de elegibles para proveer diecinueve (19) vacantes del empleo identificado con el Código OPEC 
No. 34772, denominado DEFENSOR DE FAMILIA, Código 2125, Grado 17, del Sistema General de 
Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 433 de 2016 – 
ICBF”.  

- Sentencia 340 de 2020 de la Corte Constitucional.  
- Sentencia Corte Constitucional C-049 DE 2019.  
- Fallo de segunda instancia proferido por Tribunal Administrativo del Valle del Cauca promovida por las 

señoras Yoriana Astrid Peña Parra y Ángela Marcela Rivera Espinosa  
- Fallo Segunda Instancia Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Sala Penal.  
- Resolución 0715 del 26 de marzo 2021 expedida por la CNSC. 

 
CAROLINA BARRAGAN CAMARGO: 

- Cedula de ciudadanía de la suscrita.  
- Lista de Elegibles Resolución CNSC CNSC No 20182230124605 del 14-09-2018, “Por la cual se 

conforma la lista de elegibles para proveer diecinueve (19) vacantes del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 34772, denominado DEFENSOR DE FAMILIA, Código 2125, Grado 17, del Sistema 
General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 433 
de 2016 – ICBF”.  

- Firmeza de la lista Resolución CNSC CNSC No 20182230124605 del 14-09-2018.  
- Respuesta a Derecho de petición por parte de la CNSC donde puntualiza la vigencia de la OPEC No. 

34772.  
- Sentencia 340 de 2020 de la Corte Constitucional.  
- Sentencia Corte Constitucional C-049 DE 2019.  
- Fallo de segunda instancia proferido por Tribunal Administrativo del Valle del Cauca promovida por las 

señoras Yoriana Astrid Peña Parra y Ángela Marcela Rivera Espinosa  
- Fallo Segunda Instancia Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Sala Penal.  
- Resolución 0715 del 26 de marzo 2021 expedida por la CNSC.  
- 10.Recurso de Reposición contra la Resolución 0715 del 26 de marzo 2021 expedida por la CNSC.  
- 11.Radicado del Recurso de Reposición ante la CNSC. 

 
YEIMY LORENA VERA PEÑA:. 

- Cedula de ciudadanía de la suscrita.  
- Lista de Elegibles Resolución CNSC CNSC No 20182230124605 del 25-04-2019, “Por la cual se 

conforma la lista de elegibles para proveer diecinueve (19) vacantes del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 34772, denominado DEFENSOR DE FAMILIA, Código 2125, Grado 17, del Sistema 
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General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 433 
de 2016 – ICBF”. 

- Firmeza de la lista Resolución CNSC No 20182230124605 del 25-04-2019. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 

3.1. COMPETENCIA:  
Según lo establecido por el artículo 86 Superior y el Decreto-Ley 2591 de 1991, es competente este Juzgado 
para resolver la acción de tutela presentada por EDNA MILLAY PONTON GALVIS contra de la COMISION 
NACIONAL DER SERVICIO CIVIL Y INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, en procura de la 
defensa de sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, acceso al empleo público tras 
concurso de mérito y a la carrera administrativa por meritocracia y a la confianza legitima. 
 

3.2. PROBLEMA JURÍDICO  
Expuesto los anteriores criterios jurídicos, este Despacho se encuentra frente a dos problemáticas así:  
¿Procede la acción de tutela contra actos administrativos expedidos en el marco de un concurso de méritos?  
¿Vulnera el COMISION NACIONAL DER SERVICIO CIVIL Y INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR, los derechos fundamentales al debido proceso administrativo, acceso al empleo público tras 
concurso de mérito y a la carrera administrativa por meritocracia y a la confianza legitima de la accionante? 
 

3.3. TESIS DEL DESPACHO 
El Despacho considera procedente la acción de tutela en este caso, pues de conformidad con la jurisprudencia 
constitucional, es la vía adecuada para la protección de los derechos fundamentales de quien ha participado en 
un concurso de méritos, pues, pese a existir otros mecanismos ordinarios de defensa, éstos se tornan ineficaces 
cuando las circunstancias particulares denoten un perjuicio irremediable.  
 

3.4. LA ACCIÓN DE TUTELA. SU NATURALEZA JURÍDICA.  
Con la expedición de la Constitución Política de Colombia de 1991, se instituyó en nuestro ordenamiento la 
Acción de Tutela como herramienta idónea para la protección de los Derechos Constitucionales Fundamentales. 
Dicha acción, se caracteriza por unos requisitos que la hacen procedente, tales son: 
 
Legitimación Por Activa. El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela es 
mecanismo de defensa al que puede acudir cualquier toda persona para reclamar la protección inmediata de 
sus derechos fundamentales que se encuentren vulnerado o amenazados, podrá interponerse a nombre propio 
o a través de representante legal. En esta oportunidad, los accionantes que ejercieron el uso de la acción:  
Presentado por EDNA MILLAY PONTON GALVIS En contra de COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL., 
en procura de la defensa de sus derechos fundamentales al trabajo, a la igualdad, acceso a los cargos públicos, 
debido proceso administrativo, por parte de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL. 
 
Legitimación Por Pasiva. Los artículos 13 y 42 del Decreto 2591 de 1991 consagran las personas contra las 
cuales se puede dirigir la acción de tutela. Así, la acción se puede invocar contra una autoridad pública o un 
particular, que haya vulnerado o amenazado algún derecho de rango constitucional fundamental. 
 
La Subsidiariedad: Se refiere a que la Acción de tutela procede únicamente cuando no existe otro medio de 
defensa judicial para hacer valer los derechos fundamentales que se estimen vulnerados o amenazados, es 
decir, que los asociados debemos agotar las herramientas judiciales que el legislador haya establecido, para 
poder acudir ante el Juez Constitucional. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, no se aplicará la subsidiariedad cuando el actor pretenda con la Acción de Tutela, 
evitar un perjuicio irremediable con ocasión a la vulneración del derecho esbozado, o cuando los mecanismos 
ordinarios se tornen ineficaces, teniendo en cuenta las condiciones de debilidad manifiesta en que se pueda 
encontrar la persona a causa de factores físicos, económicos o sociales. 
 
Al respecto el inciso 3° del artículo 86 superior dice: “Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga 
de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable.” 
 
La inmediatez: La Acción de Tutela debe ser interpuesta en un tiempo razonable, teniendo en cuenta la 
ocurrencia del hecho o la omisión generadora de la amenaza o violación del derecho invocado. 
 
La razón de ser de la inmediatez es la prevalencia misma del derecho fundamental conculcado, en el entendido 
de que no tendría objeto amparar un derecho en el que la violación se haya consumado sin que ese pueda 
restablecer éste a su estado natural. 
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La especialidad: La razón de ser o el objeto de la Acción de Tutela es la protección de los Derechos 
Constitucionales Fundamentales especiales, es decir, procede únicamente para proteger esta clase de 
derechos y no para otros, ahí la especialidad de la Acción. 
 
Sin embargo, es posible que la Acción de Tutela proceda para proteger derechos de otra categoría (v.gr. los 
Derechos Colectivos) cuando estos tengan conexidad directa con los Derechos Constitucionales 
Fundamentales. 
 

3.5. LA DECISIÓN DE TUTELA. 
La decisión que profiera el Juez de Tutela es de inmediato cumplimiento, es decir, la interposición de recursos 
no sustrae al accionado de cumplir con la orden impartida por el juzgador. Aquélla siempre podrá ser impugnada 
ante el Superior del Juez que lo profirió. 

3.6. JURISPRUDENCIA.  
 
DE LA PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA CONTROVERTIR ACTOS 
ADMINISTRATIVOS PROFERIDOS EN DESARROLLO DE UN CONCURSO 
 
Dos de las principales características que identifican a la acción de tutela son la subsidiariedad y la residualidad. 
Por esta razón, dentro de las causales de improcedencia se encuentra la existencia de otros medios de defensa 
judicial, cuyo examen –conforme con lo previsto en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991– debe ser realizado 
a partir de las circunstancias de cada caso en concreto. Por esta razón, se ha dicho que esta acción solo 
“procede de manera excepcional para el amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto se 
parte del supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para 
asegurar su protección”. Lo anterior, como lo ha señalado esta Corporación, obedece a la lógica de preservar 
el reparto de competencias atribuido por la Constitución Política y la ley a las diferentes autoridades judiciales, 
lo cual se sustenta en los principios constitucionales de independencia y autonomía de la actividad judicial. 
No obstante, aun existiendo otros mecanismos de defensa judicial, la jurisprudencia de esta Corporación ha 
admitido que la acción de tutela está llamada a prosperar, (i) cuando se acredita que los mismos no son lo 
suficientemente idóneos para otorgar un amparo integral, o (ii) cuando no cuentan con la celeridad necesaria 
para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 
 
Así lo sostuvo la Corte en la Sentencia SU-961 de 1999, al considerar que “en cada caso, el juez está en la 
obligación de determinar si las acciones disponibles le otorgan una protección eficaz y completa a quien la 
interpone. Si no es así, si los mecanismos ordinarios carecen de tales características, el juez puede otorgar el 
amparo de dos maneras distintas, dependiendo de la situación de que se trate. La primera posibilidad es que 
las acciones ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer un remedio integral, pero que no sean lo 
suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio irremediable. En este caso será 
procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, mientras se resuelve el caso a través de la vía 
ordinaria”. La segunda posibilidad es que las acciones comunes no sean susceptibles de resolver el problema 
de forma idónea y eficaz, circunstancia en la cual es procedente conceder la tutela de manera directa, como 
mecanismo de protección definitiva de los derechos fundamentales. 
 
En relación con el primer supuesto, la jurisprudencia constitucional ha establecido que la acción de tutela 
procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, cuando se presenta una situación de 
amenaza de vulneración de un derecho fundamental susceptible de concretarse y que pueda generar un daño 
irreversible. Este amparo es eminentemente temporal, como lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, 
en los siguientes términos: “en el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que 
su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para decidir 
de fondo sobre la acción instaurada por el afectado”. 
 
Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de este Tribunal, deben concurrir los 
siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, es decir, que está por suceder; (ii) las medidas que 
se requieren para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, susceptible de generar 
un daño transcendente en el haber jurídico de una persona; y finalmente, (iv) exige una respuesta impostergable 
para asegurar la debida protección de los derechos comprometidos. En desarrollo de lo expuesto, en la 
Sentencia T-747 de 2008, se consideró que cuando el accionante pretende la protección transitoria de sus 
derechos fundamentales a través de la acción de tutela, tiene la carga de “presentar y sustentar los factores a 
partir de los cuales se configura el perjuicio irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento 
hipotético es insuficiente para justificar la procedencia la acción de tutela”. 
 
En cuanto al segundo evento, este Tribunal ha entendido que el mecanismo ordinario previsto por el 
ordenamiento jurídico para resolver un asunto no es idóneo ni eficaz, cuando, por ejemplo, no permite decidir 
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el conflicto en su dimensión constitucional o no ofrece una solución integral frente al derecho comprometido. 
En este sentido, esta Corporación ha dicho que “el requisito de la idoneidad ha sido interpretado por la Corte a 
la luz del principio según el cual el juez de tutela debe dar prioridad a la realización de los derechos sobre las 
consideraciones de índole formal. La aptitud del medio de defensa ordinario debe ser analizada en cada caso 
concreto, teniendo en cuenta, las características procesales del mecanismo, las circunstancias del peticionario 
y el derecho fundamental involucrado” 
 
En la medida en que las actuaciones que se cuestionan se plasman en actos administrativos, tanto de carácter 
general como de contenido particular, es preciso señalar que –en principio– no cabe la acción de tutela para 
controvertirlos, ya que para tales efectos existen los medios de control pertinentes ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, como lo son la pretensión de nulidad simple o la pretensión de nulidad y 
restablecimiento del derecho, que pueden ser acompañadas de la solicitud de suspensión provisional. En 
efecto, la Ley 1437 de 2011 dispone en el artículo 138 que “toda persona que se crea lesionada en un derecho 
subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo 
particular, expreso o presunto, y se restablezca el derecho (…). Igualmente, podrá pretenderse la nulidad del 
acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular 
demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda 
se presente en tiempo (…)”. Adicional a lo expuesto, el artículo 137 de la misma ley establece que: “[toda 
persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos 
administrativos de carácter general (…)”. Finalmente, el literal b), del numeral 4, del artículo 231 del Código en 
cita, consagra la procedencia de la suspensión provisional cuando “existan serios motivos para considerar que 
de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios” 
 

IV. CASO CONCRETO 
Según el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 
jueces, en todo momento y lugar, […] la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública”. 
 
Ahora bien, el sistema de carrera, como principio constitucional, es otro elemento de protección de los derechos 
fundamentales, ya que garantiza que el acceso al empleo público se realice en igualdad de oportunidades y de 
manera imparcial, evitando que fenómenos subjetivos de valoración sean los que imperen al momento de 
proveer las vacantes en los órganos y entidades del Estado. 
 
Es por ello que el artículo 125 de la Constitución Nacional señala los elementos estructurales del sistema de 
carrera, entre los cuales se destaca que: (i) los empleos en los órganos y entidades del Estado por regla general 
son de carrera; (ii) se exceptúan los cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de 
trabajadores oficiales y los demás que determine la ley; (iii) los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no 
haya sido determinado por la Constitución o la Ley, serán nombrados por concurso público; (iv) el ingreso a los 
cargos de carrera y el ascenso en los mismos se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que 
fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes; (v) el retiro del servicio se hará por 
calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo y por la demás causales previstas en la Constitución 
y la ley; y (vi) en ningún caso la filiación política podrá determinar el nombramiento para un empleo de carrera, 
su ascenso o remoción. 
 
En el presente asunto, conviene aclarar desde un principio que a EDNA MILLAY PONTON GALVIS no le asiste 
el derecho, sino una expectativa, de ser nombrada en el cargo de “Defensor de Familia, Código 2125, Grado 
17”, identificado con el No. de OPEC 34772. Y esto en razón a que ella no ocupó ni el primero, ni el segundo 
lugar dentro de su lista de elegibles, lo cual le hubiera significado adquirir el derecho a ser nombrada en una de 
las vacantes ofrecidas en Bucaramanga dentro de la Convocatoria 433 de 2016. 
 
Habiendo dicho eso, es preciso tener en cuenta, por otro lado, que el artículo 6° de la Ley 1960 de 2019 dispone 
que con las listas de elegibles conformadas en un concurso de méritos se deben proveer tanto las vacantes 
que fueron ofrecidas en el mismo, como “las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 
surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma Entidad”. 
 
Siendo ello así, esta norma abriría la posibilidad de que la actora sea nombrada en alguna vacante definitiva de 
la misma naturaleza, perfil y denominación que el empleo por el cual concursó y que se haya c4reado en el 
ICBF con posterioridad a la apertura de la Convocatoria 433 de 2016. 
 
Precisamente, de acuerdo con lo manifestado por dicha entidad en su informe, existen en todo el territorio 
nacional aproximadamente 124 plazas de “Defensor de Familia, Código 2125, Grado 17” que se encuentran sin 
proveer o están cubiertas en encargo o con nombramiento en provisionalidad. 
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Con todo, no se puede perder de vista que de ningún modo la actora tiene ya asegurado el acceso a una de 
las vacantes aludidas, toda vez que del artículo 6° de la Ley 1960 de 2019 se desprende que las mismas deben 
ser asignadas “en estricto orden de méritos”. 
 
Esto refuerza la idea de que a EDNA MILLAY PONTON GALVIS le asistiría solamente una expectativa de 
nombramiento, en razón a que existen otros elegibles que podrían aspirar a los mismos cargos y tener mejor 
puntaje para alcanzarlos, empezando, desde luego, por la persona que ocupó el lugar treinta y dos en su misma 
lista de elegibles. 
 
Por tanto, en este caso el nombramiento directo en una de las vacantes definitivas que se encuentran 
disponibles actualmente en el ICBF no podría ser ordenado a través de la acción de tutela, dado que este 
mecanismo constitucional solo resulta procedente “cuando no está en discusión la titularidad del derecho 
subjetivo a ocupar el cargo público” 
 
Ahora bien, es del caso anotar que “las listas de elegibles conformadas por la CNJSC y aquellas qua sean 
expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, deberán 
usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos que integraron Ia Oferta Pública de 
Empleos de Carrera -OPEC- de Ia respectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes que se generen con 
posterioridad y que correspondan a los "mismos empleos” entiéndase, con igual denominación, código, grado, 
asignación básica mensual, propósito, funciones, ubicación geográfica y mismo grupo de aspirantes; criterios 
con tos que en el proceso de selección se identifica el empleo con un número de OPEC”. 
 
Si bien el proceso para proveer las vacantes de la convocatoria 433 de 2016 para el empleo Defensor de 
Familia, Código 2125, Grado 17, y específicamente la lista de elegibles en la que participo la accionante se 
surtió, el hecho de que existan no menos de 124 vacantes del mismo empleo de Defensor de Familia, código y 
grado para el cual las accionantes demostraron su idoneidad al superar el concurso, pero que siguen provistos 
en provisionalidad por pertenecer a un OPEC diferente (ubicación geográfica), viola el espíritu del artículo 125 
de la C.P., que reza: “Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de 
elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine 
la ley. Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, 
serán nombrados por concurso público. El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán 
previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes. (…)” 
 
Por las razones expuestas, el Despacho considera imperioso amparar el derecho fundamental solicitado por la 
seora EDNA MILLAY PONTON GALVIS ordenando que se realice en un término preciso y corto el trámite para 
establecer la procedencia de su nombramiento en una vacante definitiva del empleo denominado “Defensor de 
Familia, Código 2125, Grado 17”, identificado con el No. de OPEC 34772. 
 
Por lo demás, vale la pena precisar que el despacho es plenamente consciente de que la lista de elegibles en 
la que está incluida la actora -esto es, la conformada mediante la Resolución No. 20161000001376 del 05-09- 
2016- perdió vigencia, no obstante, ello no obsta para que dicha lista pueda ser usada todavía por el ICBF, 
dado que, como anotó la Corte Constitucional en un caso semejante al de ahora, EDNA MILLAY PONTON 
GALVIS “elevó el presente amparo antes de que la lista de elegibles perdiera vigencia buscando ser nombrada 
en un empleo igual o equivalente al que ella participó, […] o por lo menos que se elevara la solicitud de 
autorización del uso de la lista de elegibles a la CNSC, por lo que dicha lista tiene plena aplicabilidad en el caso 
en estudio” 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Simití Bolívar, administrando justicia en 
nombre del estado colombiano y por mandato de la Constitución 
 

RESUELVE 
PRIMERO: TUTELAR el derecho al debido proceso administrativo de la accionante EDNA MILLAY PONTON 
GALVIS, conforme lo expuesto en la parte motiva de la providencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR al ICBF que, en el término de 5 días contados a partir de su notificación de la presente 
providencia. i) Informe a la CNSC sobre las vacantes existentes del empleo Defensor de Familia, Código 2125, 
Grado 17 de las diferentes OPEC. y ii) realizado esto, y de surgir y autorizarse nuevas vacantes definitivas en 
la forma antes señalada para el cargo de Defensor de Familia, Código 2125, Grado 17 equivalente, se deberá 
verificar nuevamente por el ICBF si específicamente a la tutelante Edna Millay Ponton Galvis le asiste o no el 
derecho a ser llamada a la audiencia de selección y al respectivo nombramiento en período de prueba, en 
estricto orden de mérito descendiente y la lista de elegibles unificada -Resolución 715 de 2021-, acorde con el 
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puntaje obtenido por la misma, respetando los derechos de quien ocupe mejor lugar en la lista para el mismo 
cargo y la disponibilidad efectiva de plazas 
 
TERCERO: ORDENAR a la CNSC i) Recibida la lista de elegibles unificada por parte del ICBF, éste procederá 
dentro de los dos (2) días siguientes a publicarla para que los aspirantes escojan sede (ubicación geográfica 
por Departamentos), vencido dicho término nombrará en estricto orden de mérito, dentro de los 8 días 
siguientes. 
 
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito. En caso de no ser impugnada, 
envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
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